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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 931/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCION DE RESPONSABILIDADES Y ÉTICA PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

        San Luis Potosí, S.L.P., a  veinte  de febrero de dos mil diecinueve.


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 931/2018-3, promovido por **********contra actos de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo del veintiséis de noviembre de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito firmado por**********mediante el cual demanda a la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; por la nulidad de: “La resolución de fecha ********** emitida dentro del procedimiento de responsabilidad ********** dictada por la Dirección de Responsabilidad y Ética Pública, ambas adscritas a la Contraloría General del Estado…”; quien manifiesta que, tuvo conocimiento de tal acto o resolución el ocho de octubre de dos mil dieciocho, en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera..- Con auto de siete de enero de dos mil diecinueve, se tuvo a la autoridad por contestando la demanda, oponiendo excepciones y ofreciendo pruebas; de lo cual se dio vista a la parte actora, para los efectos legales consiguientes; en el propio auto, se tuvieron por ofrecidas las pruebas de las partes, se fijó fecha y hora para la audiencia final del juicio, para el veintinueve de enero de dos mil diecinueve; la cual tuvo verificativo con la asistencia del autorizado haciendo constar  que no asistió representante alguno de la autoridad demandada; se dio cuenta por parte del Secretario de Acuerdos con los escritos de demanda y contestación e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las ofrecidas por las partes; en etapa de alegatos se certificó que  se formularon estos por el autorizado de la parte actora y por la autoridad demandada, mediante los cuales formulan alegatos y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver al tratarse de la nueva autoridad facultada en la materia, conforme a lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que, en cuanto al fondo del asunto, deberá estarse a lo previsto en la Ley de Justicia Administrativa del Estado, Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y demás ordenamientos legales aplicables, vigentes al momento de iniciado el procedimiento disciplinario correspondiente.

Con base en lo anterior, esta Sala es competente para conocer y resolver el presente juicio, conforme a lo dispuesto por los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 3° fracción II, 18 fracción I y 19 fracción III, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; en virtud de que se impugna una resolución definitiva que sanciona al accionante, en aplicación de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, dictada por el Órgano Estatal de Control de esta entidad federativa, en la cual se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 49 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, con la copia certificada del acto reclamado, visible en fojas  68 a la 96 de este sumario.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, quedó acreditada conforme a lo establecido por el numeral 35 de la Ley de Justicia Administrativa, quien compareció al presente juicio por conducto del Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, quien acreditó su legitimación con la copia certificada del nombramiento visible en fojas 143 del sumario.

Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatarios públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones, de acuerdo con el artículo 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa, en relación con los artículos 323 fracciones I y II y 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 32 de la citada Ley de Justicia Administrativa del Estado. 

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de la Resolución de fecha ********** emitida dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidad **********emitido por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; acto el cual fue exhibido por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 63 fracción IV y 64 fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado.
La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, las documentales visibles en fojas 63 a la 134 de este sumario, que se detallan: 1.- Copia certificada de la Resolución de fecha ********** emitida dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidad **********2.- Cédula de notificación de la resolución de fecha **********; 3.- Impresión de la Publicación en el Diario Oficial de la Federación del acuerdo por el cual se establecen los lineamientos para el otorgamiento de apoyos a entidades Federativas en el Marco del Programa Nacional de Prevención del Delito; 4.- Impresión de la Publicación en el Diario Oficial de la Federación del Convenio específico de Adhesión para el otorgamiento de apoyos a entidades Federativas en el Marco del Programa Nacional de Prevención del Delito, celebrado por la Secretaría  de Gobernación y el Estado de San Luis Potosí; 5.- Impresión de la Publicación en el Diario Oficial de la Federación del  Acuerdo de Coordinación que celebran la Secretaría de la Función Pública y el Estado de San Luis Potosí, cuyo objeto es la realización de un programa de coordinación especial denominado Fortalecimiento del Sistema Estatal de Control y Evaluación de la Gestión Pública y Colaboración en Materia de Transparencia y combate a la Corrupción; y 6.- La presuncional legal y humana. 

La autoridad demandada, para acreditar la legalidad del acto impugnado, ofreció la presuncional legal y humana e Instrumental de actuaciones, así como las copias certificadas del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número de expediente **********; que obra en el Tomo II de este Expediente.
Documentales antes citadas, aportadas por las partes, que adquieren pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ellas, conforme lo establecido en el artículo 90 fracción I  de la Ley de Justicia Administrativa del Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 46 y 47 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que éste órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su respectiva contestación que obra en fojas 153 a la 170 de este sumario, hicieron valer la excepción de Improcedencia de la acción que basan en que el acto que se impugna es un acto que se dictó en total apego a la legalidad, y oponen la defensa  “Sine Actione Agis”, que funda en que le corresponde al actor probar la supuesta ilegalidad de que según su dicho está revestida la resolución impugnada. A ese respecto, cabe señalar que dicha excepción y defensa  deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora. 

Sirve de apoyo el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Previamente al análisis de fondo de los conceptos impugnados por el actor; debe decirse que las demandadas en su escrito de contestación, objetaron las documentales públicas 1 a la 6 aportadas por la parte actora; señalando como razones de su objeción, que se objetan por no reunir los requisitos previstos en el artículo 233 fracción IX del Código Procesal Administrativo del Estado, y 273, 276, 282, 289 y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles del Estado, pues el oferente omitió relacionar dicha prueba con los hechos específicos de la demanda, y en cuanto a su alcance y valor probatorio que el actor le pretenda dar a dichas probanzas.

Sobre la objeción de documentos, debe señalarse por parte de esta Sala Unitaria, que cuando se impugne la autenticidad de un documento, ya sea por falsedad de su contenido o firma, deben señalarse los indubitables para el cotejo y promoverse la prueba pericial correspondiente, pues de lo contrario se tendrá por no impugnado el instrumento; y que, cuando se refute su alcance y valor probatorio, únicamente constituye una oposición a la pretensión del oferente que desea que esos medios de convicción sean dignos de valor al momento de emitirse la sentencia respectiva, caso en el cual, será necesario que quien la promueva precise las razones que tiene para ello y señale las pruebas que sustenten sus afirmaciones.

Al  respecto si bien se advierte que las demandadas objetaron dichas probanzas en forma general, en cuanto a que no fueron relacionas con los hechos específicos y respecto a su alcance y valor probatorio, lo es también que no acreditaron las objeciones que hicieron, ya que para ello es necesario justificar la impugnación respectiva, no oponerla con afirmaciones generales en cuanto a su alcance y valor probatorio, sino que se debe establecer de forma clara y precisa dichas objeciones, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa, razón por la cual resultan improcedentes sus objeciones.
Tiene aplicación la tesis de jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito con No. Registro: 222,775,  Jurisprudencia, Materia(s): Civil, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VII, Mayo de 1991, Tesis: VI.2o. J/125, Página: 87, Genealogía: Gaceta número 41, Mayo de 1991, página 107.que a la letra dice: 

“DOCUMENTOS. OBJECION. No basta expresar que se objeta un documento sino que en todo caso es necesario precisar en qué se hace consistir la objeción y desde luego probarla, atendiendo a las reglas que prevé el artículo 263 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Puebla.” 
Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la parte actora.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 6 a la 57 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599, que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Determinado lo anterior, antes de entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hacen valer el demandante, es obligación de esta Sala Unitaria analizar y resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado, misma que es controvertida por el accionante, ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo  95 fracción I último párrafo de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:

“Artículo 95. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

“… I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;

 “El tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

Asimismo resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300, que establece:

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad..- Amparo directo 442/2013. Operadora de Personal de Casa Ley 50, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Morones Dávalos, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: María del Socorro Avendaño Núñez.”

 Así las cosas, se procede a examinar la competencia de la autoridad en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.

Concepto de impugnación que en la parte que interesa, de manera literal refiere: 

“COMPETENCIA.- […].”.- “Como primera conclusión, se puede establecer que aquella persona que maneje Recursos Federales es susceptible de ser sancionada con base y por la autoridad que establezca la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.”.-“…Siendo esto así, el origen de mi sanción estriba en los supuestos hechos irregulares materia del dictamen técnico (…), que resultó de la auditoria (…), efectuada al programa denominado “Programa Nacional de Prevención del Delito”, en el cual se determinaron las observaciones número 1 y 2…”.- “Es decir, de una auditoria que se realizó al Programa Nacional de Prevención del Delito del ejercicio **********, se determinó que existieron recursos no comprometidos por un monto de (…) y así como una falta de planeación por un monto de (…), de los recursos Federales otorgados al Estado de San Luis Potosí.”.- ““Ahora bien, el 14 de enero del 2014 se publicoó (sic) en el Diario Oficial de la Federación el acuerdo por el que se establecen los Lineamiento para el otorgamiento de apoyo a las entidades federativas en el marco del Programa Nacional de Prevención del Delito, mismo que define y establece las disposiciones para el otorgamiento, ejercicio, vigilancia y seguimiento de los recursos federales en el marco del Programa Nacional de Prevención del Delito, en donde se establece dentro del acuerdo cuarto que los recursos federales del apoyo no son regularizables, y no pierden su carácter federal al ser transferibles a las entidades  federativas; (…).”.- “Esta regla es tajante al establecer que los recursos aplicados correspondientes al Programa Nacional de Prevención del Delito tienen el carácter de recurso federal.”.- “Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la hacienda pública federal en que incurran los servidores públicos, federales o locales, así como los particulares, serán sancionados en los términos de la legislación federal aplicable.”.- “…Lo anterior, se confirma dentro del Convenio Específico de Adhesión para el otorgamiento de apoyo a las entidades federativas en el marco del Programa Nacional De Prevención del Delito, que celebraron las Secretarías de Gobernación y el Estado de San Luis Potosí, mismo que se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 07 de abril del 2014,  pues dentro del mismo en la cláusula segunda intitulada “Naturaleza de los Recursos” se establece y reitera: “Segunda.- Naturaleza de los recursos.(…) .”.-“Es obvio que, las responsabilidades administrativas que deriven del Programa Nacional de Prevención del Delito deben ser sujetas a los procedimientos y por las autoridades  que establece la legislación federal, la que en este caso resulta ser la Ley  Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, por lo que el ente investigador local no tiene competencia  para auditar, investigar y  sancionar a los servidores públicos cuando las conductas que se le imputan tienen  que ver con el Programa Nacional  de Prevención del Delito, por la naturaleza del  recurso público auditado.”
Desprendiéndose del estudio y análisis de los argumentos encaminados a combatir la falta de competencia, que resultan infundados. 

 Siendo que resulta errónea la argumentación que hace el promovente este concepto, en relación a que la autoridad demandada carece de competencia para auditar, investigar y sancionar a los servidores públicos cuando las conductas que se le imputan tienen que ver con el Programa Nacional de Prevención del Delito, por la naturaleza del recurso público auditado. Afirmación que es incorrecta, toda vez que la Contraloría General del Estado, si tiene competencia y legitimación para fiscalizar y auditar los Recursos Federales del Programa Nacional de Prevención del Delito materia de esta controversia, así como para investigar, conocer, substanciar y resolver el  Procedimiento Administrativo de Responsabilidad **********que le fue instruido a la parte actora; ello conforme al Acuerdo de Coordinación que celebró  la Secretaría de la Función Pública y el Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, para la realización de un programa de coordinación especial  denominado “Fortalecimiento del Sistema Estatal de Control y Evaluación de la Gestión Pública, Colaboración en Materia de Transparencia y Combate a la Corrupción” publicado en el Periódico Oficial de la Federación el veintinueve de febrero de dos mil doce, que obra en fojas 126 a la 134 de este sumario, documental que fue aportada por la parte actora en su escrito de demanda, que adquiere pleno valor probatorio conforme lo dispuesto por el artículo 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado.
Acuerdo de Coordinación en comento, que faculta a la Contraloría General del Estado, para inspeccionar, controlar y vigilar el ejercicio y aplicación de los recursos federales otorgados al gobierno del Estado, como apoyo técnico para reforzar los mecanismos de control interno, lo cual establece en las Clausulas contenidas en el capítulo  I.- “Del Objeto Del Acuerdo “ y del  Capítulo II.- “De Las Acciones Para El Fortalecimiento Del Sistema Estatal De Control Y Evaluación De La Gestión Pública”, del capítulo  III.- De Las Acciones Para Inspeccionar, Controlar y Vigilar el Ejercicio y Aplicación de los Recursos Federales Otorgados al Estado; capítulos que refieren; como objeto el establecer acciones conjuntas para fortalecer el sistema estatal de control y evaluación de la gestión publica; para inspeccionar, controlar y vigilar el ejercicio y aplicación de los recursos federales otorgados a "el gobierno del estado", con el propósito de lograr el ejercicio eficiente, oportuno y honesto de dichos recursos en los programas, proyectos, obras, acciones o servicios previamente determinados, así como para lograr mayor transparencia en la gestión pública y acciones más efectivas en la prevención y combate a la corrupción, señalando como acciones que la Secretaría de la Función Pública, se compromete a elaborar, conjuntamente con la Contraloría General del Estado el programa anual de trabajo para auditar y revisar los proyectos, programas, obras, acciones y servicios financiados con recursos federales,  realizar por si, o en coordinación con la Contraloría General del Estado, las auditorias y revisiones a los recursos federales y  coordinar las auditorias que se realicen, a través de firmas, de auditores externos, a proyectos regionales financiados con recursos provenientes de organismos financieros internacionales y ejecutados por "el gobierno del estado", de conformidad con los términos de referencia que para el efecto se emitan; así como las contenidas en la Sección II.- “ De Las Quejas y Denuncias”, en las que se establecen en la cláusula Octava, que la Secretaría de la Función Pública, y el Gobierno del Estado, por conducto de la Contraloría General del Estado, se comprometen a impulsar la convergencia de los procesos y mecanismos relativos a la recepción y tramite de quejas y denuncias que se formulen por incumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos, a efecto de promover el combate a la corrupción; turnando las que resulten de la competencia de “el Gobierno del Estado o de la Secretaría de la Función Pública" para que se actué conforme a las facultades que les competen en materia de responsabilidades, así como darles seguimiento hasta su conclusión a través del sistema informático administrado por la Secretaría de la Función Pública, y de la Sección IV. ”De Las Responsabilidades y Sanciones”, que refiere en la Cláusula Décima Tercera y Cuarta, se comprometen a promover, en el ámbito de sus respectivas competencias, acciones para prevenir conductas irregulares de los servidores públicos, que la Secretaría de la Función Pública colaborara con la Contraloría General del Estado en la instauración de medidas preventivas para combatir los actos de corrupción e impunidad, de conformidad con las disposiciones legales aplicables, y que la secretaria de la función publica y el gobierno del estado en el ámbito de sus respectivas competencias, se comprometen a instrumentar los procedimientos disciplinarios en contra de los servidores públicos que resulten responsables de irregularidades detectadas con motivo del ejercicio de los recursos federales; circunstancias que  constan en dicho acuerdo y que para una mayor comprensión a la letra se transcriben: 
“CLAUSULAS

“CAPITULO I.- DEL OBJETO DEL ACUERDO
“PRIMERA.- "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA" Y "EL GOBIERNO DEL ESTADO", CONVIENEN QUE EL OBJETO DE ESTE ACUERDO ES ESTABLECER ACCIONES CONJUNTAS PARA FORTALECER EL SISTEMA ESTATAL DE CONTROL Y EVALUACION DE LA GESTION PUBLICA; PARA INSPECCIONAR, CONTROLAR Y VIGILAR EL EJERCICIO Y APLICACION DE LOS RECURSOS FEDERALES OTORGADOS A "EL GOBIERNO DEL ESTADO", CON EL PROPOSITO DE LOGRAR EL EJERCICIO EFICIENTE, OPORTUNO Y HONESTO DE DICHOS RECURSOS EN LOS PROGRAMAS, PROYECTOS, OBRAS, ACCIONES O SERVICIOS PREVIAMENTE DETERMINADOS, ASI COMO PARA LOGRAR MAYOR TRANSPARENCIA EN LA GESTION PUBLICA Y ACCIONES MAS EFECTIVAS EN LA PREVENCION YCOMBATE A LA CORRUPCION.
“LOS RECURSOS FEDERALES QUE "EL GOBIERNO DEL ESTADO" RECIBA A TRAVES DEL RAMO GENERAL 33 "APORTACIONES FEDERALES PARA ENTIDADES FEDERATIVAS Y MUNICIPIOS", DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION, ASI COMO LAS APORTACIONES, PARA EL SISTEMA DE PROTECCION SOCIAL EN SALUD, PREVISTAS EN EL TITULO TERCERO BIS DE LA LEY GENERAL DE SALUD, NO SON OBJETO DE LAS ACCIONES CONJUNTAS A QUE SE REFIERE EL PRESENTE INSTRUMENTO.
“CAPITULO II.- DE LAS ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA ESTATAL DE CONTROL Y
EVALUACION DE LA GESTION PUBLICA
“SEGUNDA.- PARA FORTALECER EL SISTEMA ESTATAL DE CONTROL Y EVALUACION DE LA GESTION PUBLICA, "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA" SE COMPROMETE A:
I.      PROPORCIONAR A LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO, APOYO TECNICO PARA REFORZAR LOS MECANISMOS DE CONTROL INTERNO, EN LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACION PUBLICA ESTATAL QUE FUNGEN COMO EJECUTORAS DE LOS PROGRAMAS, PROYECTOS, OBRAS, ACCIONES Y SERVICIOS FINANCIADOS CON LOS RECURSOS FEDERALES, A EFECTO DE POSIBILITAR UNA MEJOR PARTICIPACION DE ESTA, EN LAS TAREAS DE INSPECCION, CONTROL Y VIGILANCIA.
II.     PROMOVER EL DESARROLLO DE SISTEMAS DE INFORMACION PROGRAMATICA PRESUPUESTAL DE LOS PROGRAMAS, PROYECTOS, OBRAS, ACCIONES, Y SERVICIOS FINANCIADOS CON LOS RECURSOS FEDERALES, CON EL FIN DE FACILITAR LA INSPECCION, CONTROL Y VIGILANCIA DEL EJERCICIO Y
APLICACION DE DICHOS RECURSOS Y REORIENTAR, EN SU CASO, LAS ACCIONES DE AUDITORIA Y REVISION.
“TERCERA.- PARA FORTALECER EL SISTEMA ESTATAL DE CONTROL, Y EVALUACION DE LA GESTION PUBLICA, "EL GOBIERNO DEL ESTADO" SE COMPROMETE A:
I.      REVISAR Y, EN SU CASO, PROMOVER LAS REFORMAS AL MARCO JURIDICO QUE RIGE EL CONTROL Y LA EVALUACION DE LA GESTION PUBLICA EN LA ENTIDAD FEDERATIVA.
II.     PROMOVER Y CELEBRAR ACUERDOS DE COORDINACION CON LOS GOBIERNOS MUNICIPALES, PARA IMPULSAR EL FORTALECIMIENTO DE LOS SUBSISTEMAS MUNICIPALES DE CONTROL Y EVALUACION DE LA GESTION PUBLICA, CON EL FIN DE FACILITAR LA INSPECCION, CONTROL Y VIGILANCIA DEL EJERCICIO Y APLICACION DE RECURSOS, Y ORIENTAR EN SU CASO, LAS ACCIONES DE AUDITORIA Y REVISION.
III.    DIFUNDIR A LOS ORGANOS DE FISCALIZACION Y CONTROL DE LOS GOBIERNOS MUNICIPALES LA NORMATIVIDAD, LA METODOLOGIA, Y LOS PROCEDIMIENTOS PARA AUDITAR Y VERIFICAR LOS PROGRAMAS FEDERALES EJECUTADOS EN LOS MUNICIPIOS Y PROPORCIONAR LA ASESORIA Y EL APOYO TECNICO NECESARIOS.
IV.    FORTALECER PERMANENTEMENTE A LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO, PARA INCREMENTAR LA COBERTURA Y EFECTIVIDAD DE SUS TAREAS DE CONTROL Y AUDITORIA DE LOS PROGRAMAS Y DE PROYECTOS FINANCIADOS CON RECURSOS FEDERALES O PROVENIENTES DE ORGANISMOS FINANCIEROS INTERNACIONALES.
V.     REALIZAR ESTUDIOS DE DESARROLLO ORGANIZACIONAL Y HUMANO EN LAS INSTANCIAS DE CONTROL ESTATAL Y MUNICIPALES, CON EL OBJETO DE IDENTIFICAR LAS DEFICIENCIAS QUE SE CONSTITUYAN EN ELEMENTOS SUSTANTIVOS PARA LA FORMULACION DE PROPUESTAS DE ACCIONES DE MEJORA CONTINUA, REINGENIERIA DE PROCEDIMIENTOS Y ACTUALIZACION TECNOLOGICA.
VI.    FORTALECER LOS MECANISMOS DE CONTROL INTERNO EN LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACION PUBLICA ESTATAL QUE FUNGEN COMO EJECUTORAS DE LOS PROGRAMAS, PROYECTOS, OBRAS, ACCIONES Y SERVICIOS FINANCIADOS CON LOS RECURSOS FEDERALES.
VII.   ESTABLECER LOS MECANISMOS DE CONTROL QUE LE PERMITAN ACREDITAR QUE LOS RECURSOS DEL 5 AL MILLAR QUE RECIBA POR CONCEPTO DEL DERECHO ESTABLECIDO EN EL ARTICULO 191 DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS SE ENTREGUEN A LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO, Y VERIFICAR QUE ESTA LOS APLIQUE DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN DICHO PRECEPTO Y EN LOS LINEAMIENTOS QUE EMITA "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA".
VIII.   ESTABLECER LOS MECANISMOS DE CONTROL QUE LE PERMITAN ACREDITAR QUE LOS RECURSOS QUE EN SU CASO SEAN DESTINADOS A LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO EN LOS CONVENIOS DE COORDINACION Y REASIGNACION DE RECURSOS FEDERALES Y OTROS INSTRUMENTOS DE COORDINACION QUE CELEBRE "EL GOBIERNO DEL ESTADO" CON DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL, PARA LA REALIZACION DE ACCIONES DE INSPECCION, CONTROL Y VIGILANCIA DE PROGRAMAS, PROYECTOS, ACCIONES Y SERVICIOS PREVISTOS EN DICHOSINSTRUMENTOS, SEAN ENTREGADOS A LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO Y VERIFICAR QUE SU APLICACION SE REALICE CONFORME A LOS LINEAMIENTOS QUE EMITA "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA".
IX.    APERTURAR, POR EJECUTORA Y POR PROGRAMA, CUENTAS BANCARIAS ESPECIFICAS PARA LA RADICACION DE LOS RECURSOS FEDERALES QUE RECIBA PARA LA REALIZACION DE PROGRAMAS, PROYECTOS, OBRAS, ACCIONES Y SERVICIOS, PARA EFECTOS DE COMPROBACION DE SU EJERCICIO Y FISCALIZACION, INFORMANDO DE ELLO A LA DEPENDENCIA O ENTIDAD DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL DE QUE SE TRATE, A LA TESORERIA DE LA FEDERACION Y A "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA".
“CAPITULO III.- DE LAS ACCIONES PARA INSPECCIONAR, CONTROLAR Y VIGILAR EL EJERCICIO Y
APLICACION DE LOS RECURSOS FEDERALES OTORGADOS AL ESTADO
“CUARTA.- "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA", SE COMPROMETE A:
I.      ELABORAR, CONJUNTAMENTE CON LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO EL PROGRAMA ANUAL DE TRABAJO PARA AUDITAR Y REVISAR LOS PROYECTOS, PROGRAMAS, OBRAS, ACCIONES Y SERVICIOS FINANCIADOS CON RECURSOS FEDERALES.
 

II.     REALIZAR POR SI, O EN COORDINACION CON LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO, LAS AUDITORIAS Y REVISIONES A LOS RECURSOS FEDERALES.
III.    COORDINAR LAS AUDITORIAS QUE SE REALICEN, A TRAVES DE FIRMAS, DE AUDITORES EXTERNOS, A PROYECTOS REGIONALES FINANCIADOS CON RECURSOS PROVENIENTES DE ORGANISMOS FINANCIEROS INTERNACIONALES Y EJECUTADOS POR "EL GOBIERNO DEL ESTADO", DE CONFORMIDAD CON LOS TERMINOS DE REFERENCIA QUE PARA EL EFECTO SE EMITAN.
IV.    PROPORCIONAR A LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO, LOS MANUALES, GUIAS Y METODOLOGIAS, PARA LA REALIZACION DE AUDITORIAS Y REVISIONES A LOS RECURSOS FEDERALES.
QUINTA.- "EL GOBIERNO DEL ESTADO", POR CONDUCTO DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO, Y SIN PERJUICIO DE LAS ATRIBUCIONES QUE CORRESPONDEN A "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA", SE COMPROMETE A:
I.      REALIZAR POR SI, O CONJUNTAMENTE CON "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA", LAS AUDITORIAS Y REVISIONES A LOS PROYECTOS, PROGRAMAS, ACCIONES, OBRAS Y SERVICIOS EJECUTADOS POR "EL GOBIERNO DEL ESTADO" CON RECURSOS FEDERALES, DE CONFORMIDAD CON EL PROGRAMA ANUAL DE TRABAJO ACORDADO CON "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA".
II.     PROPORCIONAR A LAS FIRMAS DE AUDITORES EXTERNOS, LAS FACILIDADES NECESARIAS, PARA LA REALIZACION DE LAS AUDITORIAS A LOS PROGRAMAS FEDERALES O PROYECTOS FINANCIADOS CON RECURSOS PROVENIENTES DE ORGANISMOS FINANCIEROS INTERNACIONALES.
III.    INSTRUIR A LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES ESTATALES EJECUTORAS PARA QUE REALICEN LA ENTREGA OPORTUNA Y COMPLETA DE LA INFORMACION QUE SE LES REQUIERA, CUANDO SEAN OBJETO DE AUDITORIAS.
IV.    REQUERIR A LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES ESTATALES EJECUTORAS QUE SEAN OBJETO DE OBSERVACIONES EN AUDITORIAS PRACTICADAS A LOS PROGRAMAS, PROYECTOS, ACCIONES, OBRAS Y SERVICIOS REALIZADOS CON RECURSOS FEDERALES O FINANCIADOS CON RECURSOS PROVENIENTES DE ORGANISMOS FINANCIEROS INTERNACIONALES, LA PRESENTACION OPORTUNA DE LA DOCUMENTACION QUE SOLVENTE DICHAS OBSERVACIONES Y REMITIRLA, ADJUNTANDO UN DICTAMEN QUE CONTENGA SU OPINION, A "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA", PARA QUE ESTA, PREVIO ANALISIS, DETERMINE SI ES O NO PROCEDENTE LA SOLVENTACION.
V.     COLABORAR EN LA REALIZACION DE AUDITORIAS Y REVISIONES ESPECIFICAS A PROYECTOS Y ACCIONES EFECTUADAS CON RECURSOS FEDERALES Y PROPORCIONAR LA INFORMACION Y LOS DOCUMENTOS REQUERIDOS POR LOS AUDITORES.
VI.    COLABORAR EN LA INTEGRACION DE LOS INFORMES Y EXPEDIENTES DE LOS HALLAZGOS DE LAS AUDITORIAS QUE REALICE DIRECTAMENTE "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA" O DE AQUELLAS QUE PRACTIQUE CONJUNTAMENTE CON ESTA, QUE PUEDAN SER CONSTITUTIVOS DE PRESUNTAS RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS O PENALES DE SERVIDORES PUBLICOS, CON EL FIN DE PRESENTAR LAS DENUNCIAS PENALES CORRESPONDIENTES ANTE EL MINISTERIO PUBLICO DE LA FEDERACION E INICIAR EN SU CASO, LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DERESPONSABILIDADES.
VII.   REMITIR DE MANERA TRIMESTRAL A "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA", EN MEDIOS MAGNETICOS, OPTICOS O ELECTRONICOS, LA INFORMACION PROGRAMATICA PRESUPUESTAL Y DE AVANCES FISICOFINANCIERO; ASI COMO ANUALMENTE, LOS CIERRES DE EJERCICIO RELATIVOS A LOS PROGRAMAS, PROYECTOS, ACCIONES, OBRAS Y SERVICIOS REALIZADOS CON LOS RECURSOS FEDERALES.
SECCION II.- DE LAS QUEJAS Y DENUNCIAS
OCTAVA.- "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA" Y "EL GOBIERNO DEL ESTADO", POR CONDUCTO DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO, SE COMPROMETEN A:
I.      IMPULSAR LA CONVERGENCIA DE LOS PROCESOS Y MECANISMOS RELATIVOS A LA RECEPCION Y TRAMITE DE QUEJAS Y DENUNCIAS QUE SE FORMULEN POR INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS, A EFECTO DE PROMOVER EL COMBATE A LA CORRUPCION.
II.     FACILITAR LA CAPTACION DE LAS QUEJAS Y DENUNCIAS A QUE SE REFIERE LA FRACCION ANTERIOR, TURNANDO LAS QUE RESULTEN DE LA COMPETENCIA DE "EL GOBIERNO DEL ESTADO" O DE LA "SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA" PARA QUE SE ACTUE CONFORME A LAS FACULTADES QUE LES COMPETEN EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES, ASI COMO DARLES SEGUIMIENTO HASTA SU CONCLUSION A TRAVES DEL SISTEMA INFORMATICO ADMINISTRADO POR "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA".
III.    PROMOVER E IMPULSAR, EN EL AMBITO DE SUS RESPECTIVAS COMPETENCIAS, EL INTERCAMBIO DE EXPERIENCIAS SOBRE MEJORES PRACTICAS Y LA EMISION O ADECUACION DE LAS DISPOSICIONES NORMATIVAS EN MATERIA DE QUEJAS Y DENUNCIAS.
SECCION IV.- DE LAS RESPONSABILIDADES Y SANCIONES
DECIMA TERCERA.- "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA" Y "EL GOBIERNO DEL ESTADO" SE COMPROMETEN A PROMOVER, EN EL AMBITO DE SUS RESPECTIVAS COMPETENCIAS, ACCIONES PARA PREVENIR CONDUCTAS IRREGULARES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS Y A FOMENTAR UNA CULTURA DEL SERVICIO PUBLICO SUSTENTADA EN VALORES Y PRINCIPIOS ETICOS.
"LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA" COLABORARA CON LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO EN LA INSTAURACION DE MEDIDAS PREVENTIVAS PARA COMBATIR LOS ACTOS DE CORRUPCION E IMPUNIDAD, DE CONFORMIDAD CON LAS DISPOSICIONES LEGALES APLICABLES, A FIN DE CREAR CONCIENCIA EN LOS SERVIDORES PUBLICOS DE SU VOCACION DE SERVICIO Y RESPONSABILIDAD PUBLICA.
DECIMA CUARTA.- "LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA" Y "EL GOBIERNO DEL ESTADO" EN EL AMBITO DE SUS RESPECTIVAS COMPETENCIAS, SE COMPROMETEN A INSTRUMENTAR LOS PROCEDIMIENTOS DISCIPLINARIOS EN CONTRA DE LOS SERVIDORES PUBLICOS QUE RESULTEN RESPONSABLES DE IRREGULARIDADES DETECTADAS CON MOTIVO DEL EJERCICIO DE LOS RECURSOS FEDERALES; ASIMISMO, CUANDO DE ESTAS SE PRESUMA LA COMISION DE ALGUN DELITO, SE COMPROMETEN A PROCEDER POR SI, O CONJUNTAMENTE A DENUNCIAR LOS HECHOS Y APORTAR EL MATERIAL PROBATORIO AL MINISTERIO PUBLICO DE LA FEDERACION.
Bajo esa tesitura, resulta inexacto la incompetencia que hace valer el actor de la Contraloría General del Estado, tanto en la realización del Dictamen que dio inicio el Procedimiento Administrativo de Responsabilidad **********; y las actuaciones  llevadas a cabo por la propia demandada en ese procedimiento que culminaron con el acto que reclama en este Juicio citado en el considerando Tercero de esta sentencia, pues la competencia que ejerce la autoridad demandada nace de la misma que tiene la Contraloría General del Estado, de conformidad con el Acuerdo de Coordinación en cita,  ya que facultan a la misma Dependencia para que instruya y resuelva los procedimientos de responsabilidad administrativa. 

En ese tenor, se tiene que resultan infundados los argumentos que refiere en cuanto a la falta de competencia de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, a virtud de que en el caso existe una competencia general de la Contraloría Estatal, otorgado por el Acuerdo de Coordinación en comento, quien la ejerce a través de sus unidades administrativas y órganos de control dependientes de la misma, como lo es, la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, la cual conforme al artículo 60 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, aplicable al caso dado la fecha en que se concretaron los hechos imputados a la parte actora, las Contralorías Internas de las Dependencias y Entidades formarán parte de la estructura administrativa de la Contraloría; de donde se obtiene, que todas ellas son las autoridades competentes para aplicar la Ley de Responsabilidades en tratándose de servidores públicos de la Administración Pública Estatal, siendo pertinente especificar que únicamente están facultados para aplicarla, la “Contraloría”, refiriéndose a la Contraloría General del Estado, en cuyo caso deben entenderse incluidas las diversas unidades administrativas facultadas para ello en su Reglamento Interior, así como los “Órganos dependientes de ésta”, que forman parte de su estructura orgánica o administrativa; todo ello, analizando en conjunto y no de manera aislada, los artículos 59 y 60 con los demás numerales que integran el Capítulo III de la citada Ley de Responsabilidades, denominado “De las Autoridades Competentes para Aplicar las Sanciones Disciplinarias”.
Conforme a lo anterior, también debe señalarse que la autoridad demandada hace constar en el acto reclamado las disposiciones legales que le dan legitimación y competencia en el asunto que nos ocupa, lo cual citó en el Considerando Primero de la resolución impugnada, entre las cuales se pueden resaltar, el Acuerdo de Coordinación que celebró  la Secretaría de la Función Pública y el Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, para la realización de un programa de coordinación especial  denominado “Fortalecimiento del Sistema Estatal de Control y Evaluación de la Gestión Pública, Colaboración en Materia de Transparencia y Combate a la Corrupción”, y los artículos 3° fracción V, 59, 63, 64, 82 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y los  artículos 4° fracción  III, Inciso  b), 16 fracciones XXIII y XXIV, 23 fracciones I, II, III y VII, Transitorios Quinto y Sexto del Reglamento Interior Poder Ejecutivo del Estado Contraloría General del Estado, que a la letra establecen: 
“Artículo 1°. La Contraloría General del Estado como dependencia del Poder Ejecutivo Estatal, tiene a su cargo el despacho de los asuntos que expresamente le encomiendan los artículos 43, 44, 44 Bis, 44 Ter, 44 Quáter y 44 Quinque de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y demás leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Gobernador del Estado.

“Artículo 4°. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Contraloría contará con las siguientes unidades administrativas:

 “III. La Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, de la que a su vez dependen:
“… b) La Dirección de Responsabilidades y Ética Pública; “

“Artículo 16. Corresponde a la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, el ejercicio de las siguientes atribuciones:

“…XXIII. Acordar por sí, o a través de la unidad administrativa competente, el inicio, substanciación y resolución de los procedimientos de responsabilidad administrativa, cuando se trate de actos u omisiones que hayan sido calificados como faltas administrativas no graves;

“…XXIV. Ejercer las atribuciones de autoridad substanciadora y resolutora, en los términos de la Ley de Responsabilidades;

“Artículo 23. La Dirección General de Legalidad e Integridad Pública contará con la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, a la que corresponden las siguientes atribuciones:

“…I. Determinar la procedencia o improcedencia de iniciar los procedimientos administrativos de responsabilidad y, en su caso, citar al presunto responsable a la audiencia inicial en los términos de la Ley de Responsabilidades;

“…II. Ejercer las atribuciones de autoridad substanciadora y resolutora, en los términos de la Ley de Responsabilidades;

“…III. Ordenar la práctica de las diligencias de investigación que se estimen procedentes y citar a otra u otras audiencias, cuando no se hayan agotado las diligencias necesarias para emitir la resolución respectiva, así como acordar el cierre de instrucción del procedimiento;
“…VII. Conocer, substanciar y resolver, los recursos administrativos que se promuevan en contra de la Contraloría con motivo de sus acuerdos o resoluciones, conforme a las disposiciones legales aplicables;”
“TRANSITORIOS
“…QUINTO.- Los asuntos en trámite que son atendidos por unidades administrativas que modifican sus atribuciones en virtud de la entrada en vigor del presente Reglamento, serán atendidos y resueltos por las unidades administrativas a las que se les da la competencia correspondiente en este ordenamiento.
“…SEXTO.- Salvo lo dispuesto en el artículo anterior, los procedimientos de investigación derivados de quejas y denuncias así como los procedimientos de responsabilidades administrativas recibidos, iniciados y tramitados con anterioridad a la entrada en vigor del presente Reglamento, serán tramitados, substanciados y resueltos por la ahora Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, conforme a las disposiciones del reglamento vigente al momento de su inicio, lo anterior según lo previsto en el artículo Transitorio Cuarto de la vigente Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
[Énfasis añadido]

Conforme a las anteriores consideraciones, resulta suficiente la fundamentación de la competencia de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, toda vez que de los preceptos legales y reglamentarios invocados se desprende la existencia y competencia de la autoridad emisora del acto reclamado, lo que genera que no se contravengan las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Por todo lo anterior, es claro e indiscutible que los órganos que instruyeron y resolvieron el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa ********** o sea, la Dirección General de Normatividad y la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades, cuentan con facultades para hacerlo, pues su competencia nace de la misma que tiene la Contraloría General del Estado, de conformidad con los artículos transcritos, ya que facultan a la misma Dependencia para que instruya y resuelva los procedimientos de responsabilidad administrativa. 

SEPTIMO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y análisis del concepto de impugnación, referente a la prescripción planteada por la parte actora; el cual es presupuesto procesal, que debe atenderse y resolverse antes que las violaciones de naturaleza adjetiva, ya que de lo contrario, podría propiciar el retardo en la resolución del asunto y la promoción innecesaria de ulteriores impugnaciones. 

Concepto de impugnación que en la parte que interesa, de manera literal refiere: 

“ESTUDIO OFICIOSO DE PRESCRIPCION.”.-“Dentro del considerando Quinto de la resolución que se impugna, las autoridades demandadas dicen realizar un estudio oficioso de la prescripción dentro del procedimiento administrativo (…), mismo que realizan partiendo del error, pues si bien es cierto que la Ley de Responsabilidades de los Servidores  Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente en ese momento, establece dentro de su artículo 81, que: “ARTICULO 81. Las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en los siguientes plazos: I. En tres años si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado, y II. En diez años, en los demás casos.” .-“El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad, o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate, si fue de carácter continuo. En todos los casos, la prescripción a que alude este precepto se interrumpirá al iniciarse el procedimiento administrativo previsto por el artículo 82 de esta Ley.” .-“Pues bien, como se destaca de las constancias que integran el procedimiento administrativo y la resolución misma, en ningún  momento obtuve ganancias por la supuesta infracción cometida, de igual forma, el estado no se le ocasionaron daños, por lo que el monto que debe ser considerado para determinar el termino de prescripción es aquel que establece el haber obtenido un beneficio o haber causado un daño que no exceda a diez salarios mínimos vigentes, es decir tres años.” .-“Ahora bien, es preciso  referir, que las autoridades sancionatorias son inexactas en cuanto a determinar que el plazo para le(sic) prescripción de las facultades de imponer sanciones administrativas al suscrito, comenzó el día **********, pues refiere que fue  esa fecha  en la que no se pudo solicitar la segunda ministración del recurso federal proveniente del Plan Nacional de Prevención del Delito.” .-“Lo anterior resulta falso, toda vez que del acuerdo por el cual se establecen los lineamientos para el otorgamiento de apoyos a las entidades federativas en el  Marco ministración del recurso federal se otorgará a partir del ********** sin que se señale fecha límite en la que se dejará de ministrar dicho recurso.” .-“Respecto a lo anterior, el Acuerdo establece dentro del acuerdo décimo denominado “De la segunda ministración, que: Esta se ministrará a partir del ********** previo cumplimiento por parte de las entidades federativas, de las obligaciones establecidas en los presentes lineamientos.”.-“Por lo anterior, se demuestra que las autoridades demandadas fundan y motivan de manera incorrecta la fijación del término para la prescripción de sus facultades sancionatorias, pues establecen de manera incorrecta que es el ********** la fecha en la que ya no se pudo solicitar la segunda ministración del recurso federal, siendo que lo correcto es que a partir de esa fecha se podía solicitar la misma, sin que tuviera un plazo de vigencia establecido.”
Concepto que una vez analizado resulta plenamente fundado y suficiente para decretar la ilegalidad del acto reclamado.
Toda vez que le asiste razón a la parte  actora en cuanto refiere que  las autoridades demandadas fundan y motivan de manera incorrecta la fijación del término para la prescripción de sus facultades sancionatorias; lo anterior es así, ya que la autoridad demandada de forma inexacta, establece en la resolución reclamada en el considerando QUINTO relativo a la Prescripción, que sus facultades para imponer prescriben en diez años, conforme lo dispuesto por la fracción II del numeral 81, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, señalando que tomando en consideración que en la presente causa administrativa no se cuantifican beneficios o daños, y concluyó que el plazo para que prescribieran las facultades de esa autoridad es el señalado con antelación; afirmación que es incorrecta, ya que la normatividad que aplica para efectuar el computo de la prescripción no tiene aplicación al caso que nos ocupa, en razón de que esta tiene vigencia a partir de la reforma del 10 de junio de 2014, y los hechos de los que derivan la conducta administrativa instaurada al hoy actor, son relativos a los fondos inmersos dentro del Programa Nacional de Prevención del Delito del ejercicio presupuestal ********** publicados en el Diario Oficial de la Federación del “Acuerdo por el que se establecen los Lineamientos para el otorgamiento de apoyos a las entidades federativas en el marco del Programa Nacional de Prevención del Delito”, de fecha 14 catorce de febrero de 2014 dos mil catorce,  y los lineamientos  estatuidos en este, lo que genera que la norma a aplicar en el caso que nos ocupa, debe ser el artículo 81 fracción II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que es el que se encontraba vigente antes de la reforma del 10 de junio de 2014, relativo a tres años por tratarse de los demás casos conforme a este ordenamiento, ya que tratándose del plazo de prescripción aplicable a la facultad sancionadora en relación con conductas no estimables en dinero, como es el caso que nos ocupa, tiene aplicación la fracción II del  artículo 81 de la de la ley en comento, el cual prevé lo siguiente:  
“Artículo 81. “Las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en los siguientes plazos: 

“I.- En un año si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado, y 

“II.- En tres años, en los demás casos. 

“El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad, o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate, si fue de carácter continuo. En todos los casos, la prescripción a que alude este precepto se interrumpirá al iniciarse el procedimiento administrativo previsto por el artículo 82 de esta Ley.”

Precepto antes transcrito que permite ubicar la conducta del servidor público, la cual es una responsabilidad que no es estimable en dinero, en un supuesto distinto al previsto en la fracción I del artículo 81 del ordenamiento legal que nos ocupa, y ubicarlo en la perfectamente en la hipótesis prevista en la fracción II del propio precepto, ya que ésta resulta aplicable a todos los demás casos diversos al previsto en la fracción citada en primer término, al establecer el término de “En tres años, en los demás casos.”, de ahí que el término de prescripción aplicable para el supuesto en comento sea de tres años.

Tiene aplicación por analogía, la siguiente tesis de jurisprudencia administrativa de la Segunda Sala, Novena Época con registro 179759, que a la letra refiere: 

“RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL PLAZO DE PRESCRIPCION DE LA FACULTAD SANCIONADORA CON RELACIÓN A LAS CONDUCTAS NO ESTIMABLES EN DINERO, ES EL INDICADO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 78 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (REFORMAS PUBLICADAS EL 21 DE JULIO DE 1992 EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN). El artículo 78, fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades de los servidores públicos  publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1982, establecía que "las facultades del superior jerárquico y de la Secretaría para imponer las sanciones que esta ley prevé se sujetarán a lo siguiente: I. Prescribirán en tres meses si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, o si la responsabilidad no fuese estimable en dinero...". Ahora bien, al reformarse la mencionada ley mediante Decreto publicado en el citado órgano de difusión oficial el 21 de julio de 1992, el legislador derogó la referencia expresa que se hacía a la responsabilidad no estimable en dinero, y en la exposición de motivos de la iniciativa correspondiente precisó que ello obedecía a que hay conductas que sin tener repercusiones económicas pueden ser constitutivas de actos u omisiones graves. En consecuencia, la anterior derogación no significa que en los casos señalados la facultad sancionadora haya quedado sin plazo de prescripcion para su ejercicio, sino que en la frase "en los demás casos" contenida en la fracción II del precepto legal referido quedan incluidas aquellas conductas no previstas en la fracción I, como sucede con las no estimables en dinero, resultando que la facultad para sancionarlas prescribe en tres años de conformidad con aquella fracción, sobre todo que la redacción de las fracciones I y II del artículo 78 de la Ley Federal de Responsabilidades de los servidores públicos, no deja margen de discrecionalidad a las autoridades sancionadoras para decidir el plazo de prescripción correspondiente, pues su regulación debe considerarse estricta, por lo que si la conducta infractora genera un impacto económico menor a diez veces el salario mínimo mensual vigente, la posibilidad de sancionarla prescribe en un año, de acuerdo con la primera de las fracciones señaladas; en cambio, conforme a la segunda, si la conducta produce un daño o beneficio mayor a esas diez veces de salario o no es cuantificable en dinero la facultad para sancionarla prescribe en tres años.

[Énfasis añadido]

Lo antes expuesto, permite considerar a esta Sala Unitaria, que la responsabilidad del servidor público, al no ser estimable en dinero, debió aplicar lo relativo a la fracción II del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, antes citada, por tratarse de los demás casos.

Asimismo, resulta fundado este concepto que se analiza en cuanto refiere el actor que las autoridades sancionatorias son inexactas en cuanto a determinar que el plazo para la prescripción de las facultades de imponer sanciones administrativas, comenzó el día **********, pues refiere que fue esa fecha en la que no se pudo solicitar la segunda ministración del recurso federal proveniente del Plan Nacional de Prevención del Delito.

Argumento que es correcto, atendiendo a la conducta que la propia autoridad demandada atribuyó al hoy actor en el Procedimiento Administrativo de Responsabilidad **********, ello en concordancia a los lineamientos establecidos en el “Acuerdo por el que se establecen los Lineamientos para el otorgamiento de apoyos a las entidades federativas en el marco del Programa Nacional de Prevención del Delito”, de fecha 14 catorce de febrero de 2014 dos mil catorce, en el apartado de “Ministración de los recursos”, que constituye el documento origen de los actos que se investigan y de los que derivan la conducta imputada al accionante. 
Responsabilidad administrativa instruida al hoy accionante que se hace constar en el acto reclamado derivado del citatorio de inicio del procedimiento administrativo en comento, contenido en el oficio **********, que le fue notificado el día **********y su anexo consistente en el auto de radicación de fecha **********, visibles en fojas 323 a la 346, ambos del Tomo II del expediente en que se actúa, documentales que fueron ofrecidas por la demandada  en su escrito de contestación, como prueba en este juicio y que adquieren pleno valor probatorio conforme lo dispuesto por el artículo 90 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, para acreditar la fecha en que fue notificado del inicio del procedimiento administrativo instaurado en su contra y de las imputaciones que le fueron instruidas en el mismo por parte de la autoridad demandada. 

Del texto del Citatorio en comento, se señaló como imputaciones lo siguiente: 

“…A). […], por tanto, es evidente que respecto de la aplicación de los recursos del Programa Nacional de Prevención del Delito, **********, debió realizar las acciones necesarias para comprometer al menos el cincuenta por ciento del recurso correspondiente a la primera ministración de los recursos de ese Programa, que correspondía a la cantidad de ********** lo cual era un requisito para obtener la segunda ministración, tanto como fecha para solicitar la segunda ministración a partir del quince de agosto de dos mil catorce.”.-“Asimismo, se identificaron rendimientos (…), en cambio al detectarse  que no comprometió en ampliación de metas, el monto en comento, toda vez que se informó para el **********, que no se había reportado ningún avance mensual y/o trimestral del avance fisco financiero porque no se había ejercido recurso alguno, observándose un atraso en las metas  convenidas  en el Convenio Específico de Adhesión para el Otorgamiento de Apoyos a las Entidades Federativas en el Marco del Programa Nacional de Prevención del Delito (…).”.-“
Asimismo, de la propia resolución impugnada, se advierte que la conducta atribuida al aquí demandante, con que se inició la supuesta responsabilidad que se le imputaba al actor, consistió en las mismas imputaciones que se le hicieron saber en el citatorio inicial contenido en el  Oficio **********notificado el **********, según se advierte del texto de la propia resolución que constituye el acto reclamado, circunstancias que se advierten  en el Considerando quinto de esa resolución,  visible en la foja 70 a la 72 de este sumario.

De lo anteriormente transcrito se obtiene que la responsabilidad administrativa que le instruye al  actor deriva de que debió realizar las acciones necesarias para comprometer al menos el cincuenta por ciento del recurso correspondiente a la primera ministración de los recursos de ese Programa, el cual se puede advertir que se refiere al “Acuerdo por el que se establecen los Lineamientos para el otorgamiento de apoyos a las entidades federativas en el marco del Programa Nacional de Prevención del Delito”, mismo que en relación a la Ministración de los Recursos; establece lo que a la letra se transcribe:

“…OCTAVO.- De la asignación de los recursos.
En cada entidad federativa que se adhiera al Programa se instalará a más tardar el 15 de marzo de 2014, para efectos del subsidio, una Comisión Interinstitucional Estatal para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia. Dicha Comisión Estatal tendrá como objetivo facilitar la coordinación entre las dependencias y entidades federales, estatales, municipales y delegacionales, en el diseño y la ejecución de políticas, programas y acciones en materia de prevención social de la violencia y la delincuencia, para garantizar el éxito del Programa.
La Comisión Estatal se integrará y funcionará en lo aplicable, de manera análoga a la Comisión, con la participación de las autoridades federales involucradas en la materia, así como con los presidentes municipales o jefes delegacionales correspondientes. La Comisión Estatal podrá invitar a sus sesiones a representantes del sector privado y social interesados en el diseño y ejecución del Programa.
La Comisión Estatal contará con un Secretario Técnico que será el Delegado de la Secretaría en cada entidad federativa, quien será responsable de coordinar los esfuerzos de las dependencias federales en cada demarcación territorial en la que se aplica el Programa, y un Secretario Ejecutivo, nombrado por la entidad, quien será el responsable operativo del programa.
Los municipios y delegaciones deberán conformar un Gabinete de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, que tendrá como objetivo dar seguimiento a la ejecución y evaluación de los Anexos Únicos.
Los municipios o delegaciones y las entidades federativas deberán diseñar, construir y ejecutar conjuntamente los proyectos que deberán implicar procesos de prevención, y que integrarán su Anexo Único, en el que se incluyan los polígonos en los que se pretenda ejecutar el Programa, mismos que deberán someterse a la opinión de la Comisión Estatal a más tardar el día 24 de marzo del 2014.
Una vez presentados ante la Comisión Estatal deberán ser enviados a la Subsecretaría para su aprobación.
Los proyectos que deberán implicar procesos de prevención, y que integrarán su Anexo Único se basarán en diagnósticos sociales y delictivos, y contendrán el ejercicio específico de los recursos, en apego a los objetivos específicos y estrategias establecidas en estos Lineamientos.
Para la elaboración de los Anexos Únicos se habrán de considerar las propuestas presentadas por la sociedad civil en materia de prevención social de la violencia y la delincuencia.
Los gobiernos de las entidades federativas enviarán a la Subsecretaría, a través de su unidad administrativa competente, previo a la formalización de los convenios específicos de adhesión, lo siguiente:
I.     El Anexo Único con los proyectos que implican procesos de prevención.
II.     La información delictiva actualizada a nivel municipal y poligonal de acuerdo a los formatos que para tal efecto establezca la Subsecretaría en el Anexo Único.
III.    El acta de la sesión de la Comisión Estatal en la que fueron presentados los proyectos que implican
procesos de prevención, con sus comentarios y observaciones, y
IV.   El compromiso expreso de dar cumplimiento a lo establecido en el último párrafo del lineamiento quinto.
Para la entrega de los recursos, la Subsecretaría, a través de su unidad administrativa responsable, analizará la documentación presentada para valorar su aprobación.
“NOVENO.- De la primera ministración de los recursos.
La primera ministración corresponderá al setenta por ciento del monto total asignado a la Entidad Federativa; deberá destinarse al cumplimiento de las metas establecidas en el Anexo Único y será entregada a partir del 15 de abril de 2014 previo cumplimiento por parte de las entidades federativas, de las obligaciones establecidas en los presentes Lineamientos.
Dicha ministración estará sujeta a:
I.     La firma del Convenio Específico de Adhesión previo dictamen jurídico de la Unidad General de Asuntos Jurídicos de la Secretaría y su Anexo Único.
II.     La presentación ante la Comisión Estatal del Anexo Único para comentarios y observaciones.
III.    La aprobación del Anexo Único y los polígonos por parte de la Subsecretaría, por conducto de sus unidades administrativas competentes, y
IV.    La apertura de una cuenta bancaria productiva específica para la administración de los recursos del apoyo, por parte de las entidades federativas.
Los recursos ministrados a las Entidades Federativas deberán ser administrados en todo momento en la cuenta bancaria específica abierta para tal efecto. El incumplimiento de la presente disposición dará lugar a que la Secretaría, por conducto de su unidad administrativa competente ordene la cancelación de la segunda ministración, o en su caso, la terminación del Convenio Específico de Adhesión y su Anexo Único, así como la restitución de los recursos no comprometidos y los rendimientos financieros correspondientes. Lo anterior, previo cumplimiento del procedimiento establecido en la disposición décimo cuarta de los presentes Lineamientos.
DÉCIMO.- De la segunda ministración de los recursos.
La segunda ministración corresponderá al treinta por ciento del monto y estará condicionada a:
I.      Que se hubiese comprometido, en términos de la legislación federal aplicable, al menos el cincuenta por ciento del recurso correspondiente a la primera ministración.
II.     La remisión por parte de la Entidad Federativa a la Subsecretaría, del estado de cuenta de la cuenta bancaria específica en la que se hayan ministrado los recursos del subsidio.
Esta se ministrará a partir del 15 de agosto de 2014 previo cumplimiento por parte de las entidades federativas, de las obligaciones establecidas en los presentes Lineamientos.
La Subsecretaría, por conducto de la unidad administrativa correspondiente verificará la consistencia de las cifras contenidas en el estado de cuenta, con los datos proporcionados por la Entidad Federativa respecto del ejercicio de los recursos.
Para el caso de que se detectaran inconsistencias en las cifras a que alude el párrafo anterior, se estará al procedimiento establecido en la disposición décimo cuarta de los presentes Lineamientos.
Los recursos no ministrados a las entidades federativas podrán ser distribuidos a otras entidades federativas beneficiarias del subsidio de acuerdo al avance que presenten en el ejercicio de los recursos materia del subsidio.
Las entidades federativas que podrán acceder a los recursos no ministrados, serán aquellas que acrediten el mayor avance en el ejercicio del subsidio, el cual está determinado por el porcentaje de recursos devengados o pagados, así como al cumplimiento de los demás requisitos previstos para las solicitudes para acceder a los recursos no ministrados, mismos que se darán por la Subsecretaría a través de su unidad administrativa competente.
Los recursos no ministrados que no se hayan reasignado, se reintegrarán a la Tesorería de la Federación.”
 

[Énfasis añadido]

En ese contexto, se tiene que la conducta que se le atribuye al hoy accionante en ese procedimiento, de que debió realizar las acciones necesarias para comprometer al menos el cincuenta por ciento del recurso correspondiente a la primera ministración de los recursos de ese Programa, recursos que según el Acuerdo antes transcrito, serían entregadas a partir del **********,  previo cumplimiento por parte de las entidades federativas, de las obligaciones establecidas en los lineamientos de ese Acuerdo; previo sometimiento a la opinión de la Comisión Estatal a más tardar el día **********; por tanto la fecha que debe tomarse como base para el computo de la prescripción debe ser  el **********, no así la señalada como el ********** pues si bien la autoridad demandada la refiere como en la que se informó que no se había reportado ningún avance mensual y/o trimestral del avance fisco financiero porque no se había ejercido recurso alguno, también lo es, que no corresponde a la referente de la entrega de la primera ministración del recurso, como efectivamente lo advierte el actor. 
En esa tesitura,  si la conducta atribuida al actor  aconteció el **********, y el oficio mediante el cual se le citó a la audiencia prevista en el artículo 82 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí que refiere sobre el inicio del procedimiento de Responsabilidad Administrativa, se le notificó el ********** según constancias de autos que obran en este expediente relativas al Procedimiento Administrativo en análisis, que fueron aportadas por la autoridad demandada y que adquieren pleno valor probatorio conforme lo dispuesto por el artículo 90 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, para acreditar la existencia del citatorio Oficio número **********con el que fue notificado el accionante del inicio del procedimiento administrativo **********resulta dable considerar que contrario a lo que argumentó la autoridad demandada en la resolución que constituye el acto reclamado, prescribieron las facultades de la autoridad demandada, pues acorde con lo previsto en el artículo 81 fracción II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, el término de tres años con que contaba la autoridad para sancionar al servidor público, empezó a correr el **********, y se interrumpió cuando se notificó a la parte actora en el juicio de nulidad, la citación para la audiencia de ley el **********, de ahí que hayan transcurrido los tres años a que hace referencia la fracción II del artículo invocado. 

En efecto, se determina que el cómputo que debieron hacer las autoridades demandadas para establecer la prescripción, es a partir del **********la cual es la fecha señalada en el Acuerdo en comento como límite para entregar la cantidad de la primera ministración de recursos, de las obligaciones establecidas en Lineamientos ahí precisados; mismas que debió haberse sometido previamente a la opinión de la Comisión Estatal a más tardar el día **********; por tanto la fecha que debe tomarse como base para el computo de la prescripción debe ser el ********** pues del cumplimiento de esta, depende la solicitud de la segunda ministración a partir del quince de agosto de dos mil catorce, por lo desde esa fecha **********, y hasta el **********, vencía el plazo de tres años, a que se refiere la fracción II del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, para imponer las sanciones correspondientes, por lo que a la fecha de la notificación del inicio del procedimiento administrativo de responsabilidad que se le instauró al accionante del **********,  ya había transcurrido dicho término.
En tal virtud, se actualiza la figura de la Prescripción de la facultad sancionadora de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, que en el presente caso aplica, respecto de las irregularidades que le imputa al demandante en la resolución impugnada, emitida en el Procedimiento Administrativo de Responsabilidad **********, en razón de lo antes expuesto. 

En esa tesitura, resulta ilegal la resolución de fecha de fecha **********, que constituye el acto impugnado; ya que en el presente asunto, se actualiza la procedencia en beneficio del actor de la figura jurídica de la Prescripción de las facultades de la Contraloría General del Estado y la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, para sancionarlo, toda vez que para la fecha en que el actor se hizo sabedor del inicio del procedimiento, ya había transcurrido el término de tres años para imponer sanciones al aquí ex servidor público,  conforme lo señalado por el numeral 81 en su último párrafo de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ya que los hechos que constituyen la supuesta actuación irregular, se desplegaron el ********** y el plazo de tres años para sancionarlo concluyó el **********, conforme al numeral 81 fracción II de la Ley de Responsabilidades en consulta.

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria determina que la resolución impugnada, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el numeral 95 fracciones II, III y IV, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; por lo que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 96 del propio ordenamiento legal, considera procedente decretar como en efecto se hace, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la Resolución de fecha **********; dictada dentro del  Procedimiento de Responsabilidad Administrativa registrado bajo el Número de expediente **********emitido por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; únicamente en la parte relativa a que determina responsabilidad e impone sanción al actor; así como la NULIDAD LISA Y LLANA de la misma, dejándola sin efecto legal alguno.
En ese orden de ideas, con el objeto de cumplir con lo dispuesto por el artículo 97 de la invocada Ley de Justicia Administrativa, el cual dispone que de ser favorable la sentencia al actor, esta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieran sido indebidamente afectados o desconocidos; se establece el siguiente  lineamiento:

Único.- El Contralor General del Estado, o en su caso, la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, en el ámbito de su competencia, deberán cancelar cualquier registro o inscripción efectuada respecto de las sanciones impuestas al hoy actor, ante el Registro de Servidores Públicos Sancionados que se lleva en esa Dependencia, y solicitar la respectiva cancelación, ante el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados, que se lleva en la Auditoría Superior del Estado.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 99 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que establece en su primer párrafo que las Sentencias definitivas dictadas por el Tribunal causan ejecutoria por ministerio de Ley, al no admitir recurso alguno, y con sustento en lo previsto por el segundo párrafo del citado artículo, se previene a las Autoridades Demandadas, para que dentro de los diez días hábiles siguientes al en que reciba el oficio de notificación de la presente sentencia favorable a la parte actora, informen a esta Sala sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la parte actora de lo proveído para su cumplimiento, apercibidas que de no cumplir con lo ordenado, se iniciará en su contra el procedimiento de ejecución de sentencias previsto por el artículo 100 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, aplicando las multas y determinaciones que en su caso procedan.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en relación con los numerales 3º fracción II, 19 fracción III, 32, 94, 95  fracciones II, III y IV, 96, 97 y 99 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de la misma, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Séptimo de esta sentencia. 
TERCERO.- Se previene a las Autoridades Demandadas por el cumplimiento de la presente Sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
